SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°113
RADICACIÓN: 660013109003 2019 00096-01

ACCIONANTE: GUILLERMO EDUARDO JOJOA N.
REVOCA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TRASLADO DE UN INTERNO / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA ORDENARLO / DECIDIR LAS PETICIONES EN ESE SENTIDO ES COMPETENCIA DEL INPEC / PERO LA SOLICITUD DEBE SER OBJETO DE PRONUNCIAMIENTO, SO PENA DE VULNERAR EL CITADO DERECHO.
De lo información que fue suministrada en la acción de tutela se extrae que el señor Guillermo Jojoa se encuentra privado de la libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira en cumplimiento de la sentencia que se profirió en su contra por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira… La jueza de conocimiento señaló en la sentencia que el señor Jojoa Narváez deberá cumplir la pena en el establecimiento penitenciario de San Juan de Pasto (Nariño), como quiera que se han presentado amenazas en su contra.

Aunque la titular de ese despacho señaló en la sentencia que se debe efectuar el traslado del detenido, no debemos olvidar que existe una normativa que debe aplicarse por vía administrativa con miras a lograr que el INPEC proceda en tal sentido.

De conformidad con lo reglado en el artículo 73 de la Ley 65/93 -por el cual se expide el Código Penitenciario y Carcelario-, corresponde a la Dirección del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario disponer el traslado de los internos condenados de un establecimiento a otro. (…)
Acorde con lo anterior, el Tribunal ha sido del criterio de avalar las decisiones que propenden por el respeto de las disposiciones del Código Penitenciario, las cuales fijan en cabeza del INPEC el manejo de la población carcelaria, específicamente en lo que tiene que ver con el margen de discrecionalidad otorgado para los traslados, el cual es compatible con la misión que cumple dicha institución, y acerca de lo cual ya existen abundantes pronunciamientos jurisprudenciales a nivel nacional. (…)
Aunque el Coordinador Grupo Tutelas del INPEC refiere que trasladar al accionante al centro carcelario solicitado es quebrantar los protocolos y niveles de seguridad, de todas formas es totalmente indiscutible que debe ser la Junta Asesora de Traslado la que evalué tal situación. Lo dicho, en cuanto la misma Resolución 1203/12 expedida por la Dirección Nacional del INPEC así lo estableció, y para el caso concreto, se itera, no se demostró que la dependencia encargada de dicho estudio se hubiera pronunciado.
Esa omisión de la entidad quebranta flagrantemente el derecho fundamental al debido proceso que le asiste al actor, toda vez que no se ha decidido su solicitud de traslado, la cual debe resolver por competencia la Junta Asesora de Traslado; todo ello con el fin de que el interesado pueda atacar el acto administrativo en caso de no ser favorable a sus intereses.
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, once (11) de octubre de dos mil diecinueve (2019)
                                                                   Acta de Aprobación N° 933
                                                     Hora: 11:55 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor GUILLERMO EDUARDO JOJOA NARVÁEZ, con ocasión de la demanda de tutela instaurada en contra del INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO -en adelante INPEC-, que fuera tramitada por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.)
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea el accionante se pueden sintetizar así: (i) en noviembre 20 de 2017 fue detenido y judicializado por la presunta conducta delictiva de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes; (ii) en la audiencia ante el juez de control de garantías fue legalizada la captura, le formularon cargos los cual no aceptó, y se le impuso medida de aseguramiento; (iii) posteriormente por vía de preacuerdo aceptó cargos; (iv) en la sentencia la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira le ordenó al INPEC que por cuestiones de amenazas y de arraigo familiar sea trasladado a la ciudad de Pasto (Nariño) para que cumpla la condenada en ese lugar; y (v) pese a lo anterior, la entidad desconoció la orden que impartida por el juzgado de conocimiento.
Pide se amparen sus derechos fundamentales, y se ordene al INPEC cumplir lo dispuesto; es decir, ser trasladado a la ciudad de Pasto.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Recibida la demanda, el despacho la admitió, vinculó oficiosamente al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, y le corrió traslado a las entidades comprometidas las cuales se pronunciaron así:
- El Coordinador Grupo Tutelas del INPEC solicitó se declare improcedente la acción de tutela toda vez que la entidad no ha vulnerado ningún derecho fundamental.
Debe tenerse claro que el juez de conocimiento será responsable de los traslados de las personas privadas de la libertad pero solo en los casos  de indiciados, y el INPEC lo será con las personas que ya fueron condenadas.

La Constitución Política de Colombia en su artículo 121 le impone a las diferentes autoridades la prohibición rotunda de ejercer funciones distintas a las atribuidas por la misma constitución y la ley.
La entidad cuenta con un procedimiento administrativo para el traslado del personal recluso, establecido en la Resolución No 001203 de abril 16/152, y en su artículo 9 se señala cuándo es improcedencia el traslado.

Además de lo anterior, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 78 de la ley 65/93, le corresponde al Director General del INPEC reglamentar la Junta Asesora de Traslado, la cual se encarga de emitir las recomendaciones respecto al traslado de las personas privadas de la libertad, a cuyo efecto se deben tener en cuenta los aspectos socio-jurídicos y de seguridad.
La Dirección General del INPEC estableció los lineamientos para las visitas virtuales de la población reclusa, y no se demuestra en el plenario que el accionante haya gestionado en primer lugar la visita virtual. No se debe desconocer que la imposición de la pena de prisión, por su naturaleza, implica una separación entre el afectado y su núcleo familiar.
- El Director (e) del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira solicitó se niegue la acción de tutela por hecho superado, por cuanto una vez recibida la petición de traslado la misma fue remitida a la Coordinadora del Grupo de Asuntos Penitenciarios, quien es la autoridad competente para decidir de fondo acerca de la viabilidad del traslado del accionante.

3.2.- Vencido el plazo constitucional, el a quo mediante sentencia de septiembre 09 de 2019 negó el amparo de los derechos fundamentales invocados por el señor JOJOA NARVÁEZ.

Para llegar a la anterior determinación indicó que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha dicho que la facultad de trasladar a los internos es discrecional y se encuentra radicada en el INPEC, pese a lo cual es necesario prever la existencia de límites constitucionales para el ejercicio de tal facultad, de tal suerte que la decisión de traslado no puede adoptarse de manera arbitraria, pues debe contar con una justificación, y en el presente asunto no se trata de un mero capricho de la entidad. 
4.- IMPUGNACIÓN

En extenso escrito con cita jurisprudencial, el accionante señala que el juez de primera instancia solo se limita a acogerse a la literalidad de lo expuesto en el Código Penitenciario y Carcelario, el cual es obsoleto y no tiene en cuenta la dignidad humana. El motivo por el cual se le pidió a la juzgadora el traslado a la ciudad de Pasto (Nariño) fue por motivos de seguridad. Hace más de 15 meses no tiene contacto con su familia, cuando la pena de destierro no existe en Colombia.
Pide se revoque la decisión, y en su lugar se ordene al INPEC dar cumplimiento a lo dispuesto por la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira, consistente en su traslado por cuestiones de seguridad al establecimiento penitenciario y carcelario de Pasto (Nariño). 

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91, 1º del Decreto 1382/00, 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069/15 y 1 del Decreto 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo objetado, en cuanto negó el amparo de los derechos fundamentales deprecados por el actor. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidándolo, revocándolo o modificándolo.

5.2.- Solución a la controversia 

La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales al resultar vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la restringió a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

De lo información que fue suministrada en la acción de tutela se extrae que el señor GUILLERMO JOJOA se encuentra privado de la libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira en cumplimiento de la sentencia que se profirió en su contra por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira (Rda.), como responsable de la conducta punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, por medio de la cual se impuso una pena de 134 meses de prisión, y se negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena. La jueza de conocimiento señaló en la sentencia que el señor JOJOA NARVÁEZ deberá cumplir la pena en el establecimiento penitenciario de San Juan de Pasto (Nariño), como quiera que se han presentado amenazas en su contra.
Aunque la titular de ese despacho señaló en la sentencia que se debe efectuar el traslado del detenido, no debemos olvidar que existe una normativa que debe aplicarse por vía administrativa con miras a lograr que el INPEC proceda en tal sentido.

De conformidad con lo reglado en el artículo 73 de la Ley 65/93 -por el cual se expide el Código Penitenciario y Carcelario-, corresponde a la Dirección del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario disponer el traslado de los internos condenados de un establecimiento a otro. Así mismo, la Ley 1709/14 en su artículo 52 que modificó el canon 74 de la Ley 65, dispuso que una solicitud en tal sentido puede ser solicitada, entre otros, por el interno o su defensor, o por los familiares del interno dentro del segundo grado de consanguinidad o primero de afinidad, y como causales para ello determinó las siguientes:

“1. Cuando así lo requiera el estado de salud del interno, debidamente comprobado por el médico legista.
2. Cuando sea necesario por razones de orden interno del establecimiento.
3. Cuando el Consejo de Disciplina lo apruebe, como estímulo a la buena conducta del interno.
4. Cuando sea necesario para descongestionar el establecimiento.
5. Cuando sea necesario por razones de seguridad del interno o de los otros internos.
Parágrafo 1°. Si el traslado es solicitado por el funcionario de conocimiento indicará el motivo de este y el lugar a donde debe ser remitido el interno.
Parágrafo 2°. Hecha la solicitud de traslado, el Director del Inpec resolverá teniendo en cuenta la disponibilidad de cupos y las condicio​nes de seguridad del establecimiento; y procurará que sea cercano al entorno familiar del condenado.
Parágrafo 3°. La Dirección del Establecimiento Penitenciario infor​mará de manera inmediata sobre la solicitud del traslado al familiar más cercano que el recluso hubiere designado o del que se tenga noticia”.
Así mismo, y como así lo señala la regla 77 de la Ley 65/93: “Sólo en estos casos excepcionales y con suficiente justificación, podrá el Director de un centro de reclusión disponer el traslado de un interno, dando aviso inmediato a la autoridad correspondiente”. 

Acorde con lo anterior, el Tribunal ha sido del criterio de avalar las decisiones que propenden por el respeto de las disposiciones del Código Penitenciario, las cuales fijan en cabeza del INPEC el manejo de la población carcelaria, específicamente en lo que tiene que ver con el margen de discrecionalidad otorgado para los traslados, el cual es compatible con la misión que cumple dicha institución, y acerca de lo cual ya existen abundantes pronunciamientos jurisprudenciales a nivel nacional
.

En este caso específico, lo que se advierte de la información que se arrimó en sede constitucional, es que la Juez Coordinadora del Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio, en cumplimiento a lo dispuesto por la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira (Rda), solicitó en la boleta de cambio de junio 05 de 2019 el traslado del señor GUILLERMO JOJOA al establecimiento penitenciario y carcelario de Pasto; sin embargo, el Director del centro carcelario de Pereira remitió dicha solicitud en agosto 16 de 2019 a la Coordinadora Grupo Asuntos Penitenciarios Dirección General INPEC, para lo de su competencia
. No obstante, a la fecha la entidad no ha resuelto la solicitud.

Del asunto objeto de estudio se desprende que no obstante que el señor GUILLERMO JOJOA se encuentra privado de la libertad como consecuencia de una sentencia condenatoria, se hace evidente que de acuerdo con la información plasmada en el fallo de condena, el actor se encuentra amenazado por el grupo delincuencial Cordillera, y por ese motivo debe ser traslado a la ciudad de Pasto a efectos de preservar su seguridad; por tanto, y como quiera que la entidad no ha dicho nada al respecto, se hace necesaria la intervención del juez constitucional, toda vez que desde el mes de junio del presente año la Juez Coordinadora del Centro de Servicios Judiciales advirtió dicha situación, pero la Coordinadora de Asuntos Penitenciario del INPEC no se ha pronunciado a ese respecto.
El Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira en su respuesta aportó un documento con fecha septiembre 16 de 2019 por medio del cual se le solicita a la Coordinadora Grupo Asuntos Penitenciarios del INPEC estudiar la necesidad de dicho traslado de Pereira a Pasto, y ese trámite le fue notificado al accionante en septiembre 02 de 2019; sin embargo, no se observa ningún pronunciamiento oficial por parte del INPEC en relación con esa solicitud, o por lo menos no se tiene conocimiento del acto administrativo expedido por la Junta Asesora de Traslados en el cual se señalen los argumentos para la negación de dicho traslado.

Aunque el Coordinador Grupo Tutelas del INPEC refiere que trasladar al accionante al centro carcelario solicitado es quebrantar los protocolos y niveles de seguridad, de todas formas es totalmente indiscutible que debe ser la Junta Asesora de Traslado la que evalué tal situación. Lo dicho, en cuanto la misma Resolución 1203/12 expedida por la Dirección Nacional del INPEC así lo estableció, y para el caso concreto, se itera, no se demostró que la dependencia encargada de dicho estudio se hubiera pronunciado. 
Esa omisión de la entidad quebranta flagrantemente el derecho fundamental al debido proceso que le asiste al actor, toda vez que no se ha decidido su solicitud de traslado, la cual debe resolver por competencia la Junta Asesora de Traslado; todo ello con el fin de que el interesado pueda atacar el acto administrativo en caso de no ser favorable a sus intereses. 
Así las cosas, le corresponde al Director General del INPEC por intermedio de la Junta Asesora de Traslado evaluar el caso del señor GUILLERMO EDUARDO JOJOA con miras a determinar lo que a bien considere en relación con la solicitud de traslado de centro carcelario que se pide por motivos de seguridad.

En esos términos, hay lugar a revocar la decisión adoptada por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), y en su lugar se tutelará el derecho fundamental al debido proceso y se ordenará al Director General del INPEC, si aún no lo ha hecho, que en término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia convoque a la Junta Asesora de Traslado para que evalúe la solicitud de traslado del actor desde el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira al E.P.C. de Pasto (Nariño), y una vez resuelva lo pertinente proceda en igual término a comunicarle al accionante la decisión adoptada.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,  administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA el fallo de tutela objeto de este proferimiento.

SEGUNDO: SE TUTELA el derecho fundamental de petición y debido proceso, y SE ORDENA al Director General del INPEC, si aún no lo ha hecho, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, convoque a la Junta Asesora de Traslado para que evalúe la solicitud de traslado del actor desde el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira al E.P.C. de Pasto (Nariño), y una vez resuelva lo pertinente proceda en igual término a comunicarle al accionante la decisión adoptada.

TERCERO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� En particular se cita la Sentencia T-318/12, cuando expuso: “En conclusión, dado que la ley confiere al INPEC la discrecionalidad del traslado, en principio esta situación impide que el juez de tutela interfiera en tal decisión, siempre y cuando la misma no sea arbitraria y no vulnere o amenace derechos constitucionales fundamentales que no puedan ser limitados o suspendidos, ni siquiera estando en la condición de reo, como lo serían el derecho a la vida, la integridad física y la salud, entre otros.


� Ver folio 32
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